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En **********, **********, a ********** veintidós de **********del año **********. 

Este Tribunal de enjuiciamiento procede a plasmar por escrito la 
SENTENCIA deducida del fallo emitido en audiencia de juicio oral penal, en la que 
se ABSUELVE a **********, por el delito de Violencia Familiar, dentro de la 
carpeta judicial número **********. 

Identificación de las Partes: 

 

Acusado ********** 
Defensor Público Licenciada ********** 
Ministerio Público Licenciada ********** 
Víctima ********** 
Asesor Jurídico Licenciada ********** 

 
1. Audiencia de juicio a distancia. 

En la audiencia de juicio diversos sujetos procesales estuvieron enlazados 
a la sala de audiencias a través de videoconferencia, en virtud de la contingencia 
de pandemia derivado del virus SARS-CoV2 (COVID-19), esto por medio del uso 
de la herramienta tecnológica denominada “Microsoft Teams”, lo cual les permitió 
presenciar en tiempo real y directo el desarrollo de la audiencia de juicio; lo anterior 
fue realizado con fundamento en el Acuerdo General conjunto 13/2020-II, de los 
plenos del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatura del Estado 
de **********, relativo a las acciones extraordinarias, por causa de fuerza mayor, 
para la reactivación total de las funciones y el servicio de impartición de Justicia a 
cargo de este Poder Judicial local, en el contexto de la nueva normalidad, debido 
al fenómeno de Salud Pública generado por la pandemia del virus SARS-CoV2 
(COVID-19). 

2. Competencia. 
 

Esta Autoridad es competente para conocer y resolver de manera unitaria 
el presente asunto, toda vez que el hecho que dio origen a esta causa se establece 
acontecido el **********, clasificado como constitutivo del delito de Violencia 
Familiar, cometido en el Estado de **********, donde esta Autoridad tiene 
jurisdicción y le son aplicables las reglas procedimentales establecidas en el 
Código Nacional de Procedimientos Penales; de conformidad con los artículos 21 
tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 94 de 
la Constitución Política del Estado de **********; 20 fracción I y 133 fracción II, del 
Código Nacional de Procedimientos Penales; 2 fracción X, 31 fracción IX, 33 Bis 
fracción V y 36 Bis 2, de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado; así como 
los acuerdos generales números 23/2011, 11/2017, 22/2017, 17/2018, 21/2019 Y 
13/2021, del Pleno del Consejo de la Judicatura del Estado de **********. 

3. Planteamiento del problema. 
 

En el auto de apertura emitido el 25 de abril del año 2025, se estableció 
como hecho materia de acusación, el siguiente: 

 
“El ahora acusado ********** se encuentra casado desde hace 12 años con la 

victima ********** y tienen en común 2 hijos, siendo las menores con iniciales 
********** de apellidos **********, habitando en el domicilio ubicado en la calle 
**********, número exterior **********, en la colonia **********, en Apodaca, Nuevo 
León. 



Siendo el día ** de ****** de 2023, aproximadamente a las ****  horas, el 
acusado ********** llego a su domicilio, al ingresar observa a la víctima, a quien le 
comienza a decir que porque lo estaba engañando y que porque tenía un amante, 
por lo cual la víctima le decía que eso era mentira, que solo estaba haciendo una 
escena de celos por lo que le pedía se tranquilizara, es en ese momento el acusado 
se dirige a la cocina y toma un cuchillo con su mano y se acerca a la víctima y 
comienza a apuntarla de forma amenazante por lo que la pasivo al ver eso sale 
corriendo del domicilio y deja el cuchillo en la cocina y el acusado corre detrás, es 
en ese momento que al estar discutiendo ambos en el exterior del domicilio la 
víctima se percata de la presencia de los elementos de policía y comienza a 
realizar señas de auxilio, solicitado así su detención.” 

Conducta que a criterio de la Fiscalía es constitutiva del delito de 
VIOLENCIA FAMILIAR, previsto y sancionado por los artículos 287 Bis inciso a) 
fracción I, y 287 bis 1 del Código Penal vigente en el Estado en perjuicio de la 
víctima **********. Atribuyéndole al acusado participación de manera dolosa y como 

autor material, en términos de los artículos 271 y 392 fracción I, ambos del Código 
Penal del Estado. 

Por ello, la problemática a dilucidar consiste en determinar si con las 
pruebas ofrecidas y desahogadas a petición de la Fiscalía se acredita el delito ya 
mencionado, y la responsabilidad del acusado en su comisión. 

3.1. Acuerdos probatorios. 
 

Las partes no celebraron acuerdos probatorios. 

3.2. Presunción de inocencia. 
 

Antes de abordar lo atinente al material probatorio desahogado en juicio, 
es preciso acotar lo relativo al principio de presunción de inocencia, respecto del 
cual se tiene lo siguiente: 

El reconocimiento del derecho a la “presunción de inocencia”, previsto por 
el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
contempla un cambio esencial en la naturaleza de esta regla básica de la 
ordenación de un proceso penal. Una vez consagrada constitucionalmente, la 
presunción de inocencia ha dejado de ser un principio general del derecho que ha 
de informar la actividad judicial (in dubio pro reo) para convertirse en un derecho 
fundamental que vincula a todos los poderes públicos y que es de aplicación 
inmediata3. 

Así las cosas, la “presunción de inocencia”, además de constituir un 
principio o criterio informador del ordenamiento procesal penal, es ante todo un 
derecho fundamental. 

En esta lógica, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
reconoce el derecho a la “presunción de inocencia”, en su artículo 8.2, el cual 
establece: 

 
 

 

1 Artículo 27. Obra con dolo el que intencionalmente ejecuta u omite un hecho que es sancionado como delito por este 
código. 

2 Artículo 39. Responderán por la comisión delictiva, quien o quienes pongan culpablemente una condición de la lesión 
jurídica, entendiéndose por tal, un comportamiento físico o psíquico, que trasciende al delito, y que de no haberse dado o 
no haber existido, tampoco se hubiere dado la comisión delictiva. Por tanto, debe entenderse que ponen culpablemente una 
condición del resultado: 
I. Los autores intelectuales y los que tomen parte directa en la preparación o ejecución del mismo;… 

3 Véanse las tesis aisladas: P.XXXV/2002 de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE 
CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL” y I/2012 (10ª) de rubro: “PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO ESTÁ CONSIGNADO EXPRESAMENTE EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008”. 



 
 
 

 

 
PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE NUEVO LEÓN 

058* 
CO000056197058 

SENTENCIAS 
SE DICTA SENTENCIA DEFINITIVA 

 

“8.2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.” 

 
La Corte Interamericana ha destacado la importancia del derecho a la 

“presunción de inocencia”, al señalarlo como un fundamento de las garantías 
judiciales4, según el cual las personas deben ser consideradas inocentes hasta 
que se acredite plenamente su culpabilidad5. 

En el mismo sentido, la Corte Interamericana ha sostenido que el derecho 
a la “presunción de inocencia”, es un elemento esencial para la realización efectiva 
del derecho a la defensa y acompaña al acusado durante (todo el) proceso, hasta 
que una sentencia condenatoria que determine su culpabilidad quede firme, (de 
modo que este) derecho implica que el acusado no debe demostrar que no ha 
cometido el delito que se le atribuye, ya que el “onus probando”, corresponde a 
quien acusa6. 

La presunción de inocencia como regla probatoria es un derecho que 
establece los requisitos que debe cumplir la actividad probatoria y las 
características que deben reunir los medios de prueba para poder considerar que 
existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo 
procesado. 

Es necesario mencionar que conforme a los principios en el sistema penal 
acusatorio en que nos encontramos, la apreciación de la prueba es libre para el 
Juzgador, según su convicción, únicamente extraída de lo reproducido en juicio y 
la totalidad del debate, de manera lógica, ya que para el proceso penal acusatorio 
y oral, sólo pueden reputarse como tales las desahogadas públicamente en 
presencia de las partes -salvo la denominada prueba anticipada-, lo que implica 
que el dictado de las sentencias debe sustentarse en elementos de convicción 
recibidos directamente por el Tribunal de juicio oral, bajo un control horizontal, con 
plena satisfacción de los principios de publicidad, contradicción, concentración, 
continuidad e inmediación, ello es así, porque uno de sus fines es ilustrar al 
Juzgador sobre un tema o interpretación del derecho, lo cual no exime a la 
autoridad judicial de hacer una análisis integral de la totalidad de las pruebas, para 
que una vez valoradas en su conjunto y confrontadas jurídicamente, le permitan, 
o no, determinar si la aplicabilidad de una tesis o jurisprudencia, o ley resulta 
válidamente aplicable y se armoniza con la totalidad de las pruebas existentes. 

Teniendo aplicación el siguiente criterio orientador, cuyo contenido en 
esencia ha quedado expuesto, siendo su rubro y datos de localización los 
siguientes: 

“PROCESO PENAL ACUSATORIO y ORAL. EN ÉSTE SÓLO PUEDEN 
REPUTARSE COMO PRUEBAS LAS DESAHOGADAS PÚBLICAMENTE ANTE 
EL TRIBUNAL RESPECTIVO, EN PRESENCIA DE LAS PARTES. Décima 
Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación. Tesis 1a. 
CLXXVI/2016 (10a.). 17 de Junio de 2016. Número de Registro: 2´011,883”. 

Por lo antes expuesto, es de concluirse que el principio de presunción de 
inocencia que le asiste a todo acusado, solo se verá vencido, en caso de que la 
Fiscalía acredite más allá de toda duda razonable, a través de pruebas 

 

4 Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77; 
Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, 
párr. 153; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 145; y Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 182. 
306 Caso Ricardo Canese, párr. 154 y Caso Cabrera García y Montiel Flores, párrs. 182 y 183. 

5 Corte IDH. Caso Suárez Rosero. Fondo, párr. 77; y Caso Ricardo Canese, párr. 153; y Caso Cabrera García y Montiel 
Flores, párr. 182. 

6 Caso Ricardo Canese, párr. 154 y Caso Cabrera García y Montiel Flores, párr. 182 y 183. 



desahogadas en juicio, la plena responsabilidad del mismo en la comisión de 
hechos tipificados en la ley como delito. 

3.3. Estudio de las pruebas y análisis de los hechos delictivos. 
 

Una vez concluido el juicio y el debate, este Tribunal llevó a cabo un 
análisis y estudio del material probatorio desahogado en juicio, así como, del 
debate producido por las partes, realizando la valoración de la prueba en términos 
de los artículos 259, 261, 263, 265, 356, 357, 359 y 402 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, de una manera libre, lógica y sometidas a la crítica 
racional, se concluye que la Representación Social no logró probar más allá de 
toda duda razonable los hechos materia de acusación, por ende, tampoco la 
existencia del delito de Violencia Familiar, menos aún, la plena 
responsabilidad que en su comisión le atribuyó a **********, lo anterior por los 
motivos que a continuación se establecen. 

Primeramente, debemos de señalar que el artículo 20 Constitucional, en 
su apartado A, relativo a los principios generales que rigen en el proceso penal 
acusatorio, en sus fracciones III, V y VIII, establece en lo que ahora resulta 
relevante, que para los efectos de la sentencia solo se considerarán como 
pruebas, todas aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio; 
que la carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora; y, que el juez solo condenará cuando exista convicción de la 
culpabilidad del procesado. 

En ese mismo contexto, tenemos que acorde a lo dispuesto por los 
artículos 130, 259 y 402 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la carga 
de la prueba para demostrar la culpabilidad del acusado, corresponde a la parte 
acusadora, conforme lo establezca el tipo penal, así como que este Órgano 
Jurisdiccional solo se encuentra facultado para valorar aquellas probanzas que 
hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio (salvo las excepciones prevista 
en el mismo ordenamiento procesal en cita), las cuales deberá apreciar este 
Tribunal según su libre convicción extraída de la totalidad del debate, de manera 
libre y lógica, siendo solo valorables y sometidos a la crítica racional, los medios 
de prueba obtenidos lícitamente e incorporados al debate conforme a las 
disposiciones de dicho cuerpo de leyes. 

Así también, debe atenderse a lo dispuesto por el dispositivo 371 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, que indica en lo conducente que 
durante la audiencia los peritos y testigos deberán ser interrogados 
personalmente, que su declaración personal no podrá ser sustituida por lectura de 
los registros que consten de anteriores declaraciones o de otros documentos que 
las contengan y que sólo deberá referirse a ésta y a las preguntas realizadas por 
las partes. 

Aunado a lo anterior, es de resaltarse que el principio de congruencia que 
debe regir en toda resolución judicial, reconocido en forma expresa en el artículo 
68 del Código Nacional de Procedimientos Penales, implica que aquella deberá 
ser congruente con la petición realizada; por lo que, en el caso de la sentencia 
definitiva, este principio exige que el fallo y la sentencia misma, sea acorde y 
congruente con la acusación formulada por el Ministerio Público. 

Ahora bien, en el caso concreto, la acusación formulada por el Ministerio 
Público, recogida en el auto de apertura a juicio y sostenida durante todo su 
desarrollo –alegato de apertura y alegato de clausura– fue por el delito de 
Violencia Familiar, como ya se dijo; y, para el efecto de acreditar su teoría del 
caso, la Fiscalía produjo ante este Tribunal la prueba que se describe enseguida: 

Declaración a cargo de **********, quien dijo laborar en la fiscalía y ser 
agente ministerial, y acudir en relación a un informe que realizó el día 22 de febrero 
del 2023, en el cual se le pedía acudir al lugar de los hechos, este esto en la calle 
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**********, en la Colonia **********, en el municipio de Apodaca Nuevo León, era en 
relación a una violencia familiar en contra del señor **********, y la víctima en este 
hecho era **********, que en dicho lugar se entrevistó con la señorita **********, ella 
la atendió, se identificó como elemento activo de la Fiscalía, y se le hizo saber el 
motivo de la presencia, la cual le confirmó que dicho lugar era el lugar de los 
hechos en el cual el señor ********** la había agredido de manera verbal, así mismo 
le proporcionó un acta de matrimonio, la cual se anexó al informe, que tomó 
fotografía del lugar de los hechos, y una vez que le fue mostrada la misma, refirió 
que es el domicilio al cual se refiere que fue el lugar de los hechos y ella tomó la 
fotografía. 

Posteriormente se realizó la introducción por medio de la fiscalía, vía 
lectura de una documental que está en el apartado de prueba documental en el 
número uno del auto de apertura, indicando que se tiene la vista un acta de 
matrimonio que se encuentra registrada en la oficialía número 3 del registro civil 
del estado de Nuevo León, misma que está en el libro **********, del archivo general 
del registro civil en la foja **********, con número de acta ********** bis de fecha 19 
de febrero del año 2011, la cual fue levantada por el oficial número ********** el 
Licenciado ********** del municipio de Monterrey, Nuevo León, del cual se 
desprende que los datos de los contrayentes son **********, así como la señora 
**********, esta es un acta de matrimonio certificada por el oficial del registro civil 
del municipio de Apodaca en fecha ********** de ********** del año 2017. 

Se obtuvo el testimonio de **********, quien es perito del área de psicología 
del Instituto de Criminalística y servicios periciales, y refiere que recibió un oficio 
por parte de ministerio público en fecha 22 de febrero del año 2023, solicitando 
una valoración psicológica de la ciudadana de nombre **********, que el lugar 
donde llevó a cabo esta valoración fue en el municipio de Apodaca Nuevo León y 
fue de 60 minutos, 1 hora, que se realizó una entrevista clínica forense semi 
estructurada para la elaboración del dictamen pericial, que como antecedentes del 
caso, refirió el día ** de ****** del año 2023 en su domicilio, en este caso en el 
municipio de Apodaca, y que le mencionó que la persona a la que denunciaba, 
era **********, en este caso mencionaba que era su esposo, asimismo refiere que 
había antecedentes previos de amenazas, ella refería que el evento fue en ****** y 
del mes de ***** a ******, pues por ahí la persona denunciada tomaba cuchillos y 
hacía como esta referencia que se quedaba con el cuchillo en la mano, hacía 
referencias de celos constantes, en su caso de que pues lo engañaba, de 
inseguridad, y por ahí también menciona que este golpeaba con el puño cerrado 
objetos, refiere también que había amenazas por parte de él en cuanto al tema de 
los celos constantes, grababa incluso con su celular y pues bueno, había temas 
específicamente de celos por parte del denunciado, ella mencionó en su entrevista 
que en ese momento iban a ir a un mandado, iban a ir por una papelería, menciona 
que el denunciado le dice que primero van a cenar, ella refiere que cena y 
posteriormente le da de cenar a sus hijas, que el denunciado le dice que quiere 
hablar con ella en el cuarto, y al momento de subir al cuarto menciona que le 
muestra unos audios y que al escuchar eran audios de una noche anterior, ella se 
pone en este caso para escuchar, menciona que le comenta que solamente se 
escuchan ronquidos, refiere que posteriormente baja en este caso de su casa y 
empiezan una serie de reclamos en cuanto a que tenía a alguien más, ella continúa 
con sus hijas, menciona que le ayuda a hacer la tarea a una de sus hijas y en eso 
el denunciado sale con una mochila, la sube al carro y le dice que ya se va, que 
se va a ir de la casa, posteriormente entra y pues ahí es donde menciona que va 
a la cocina, agarra un cuchillo y se queda solamente parado y, para esto le 
comienza a decir a sus hijas que hay un tema ahí, que tiene otra persona, que se 
vayan sus hijas a la habitación y menciona que la agarra del brazo, la jala y ella es 
donde aprovecha y pues se sale para pedir auxilio. 

Respecto a los indicadores clínicos que refirió, es importante mencionar 
que ella hacía énfasis en que tenía temor ante la situación vivida, porque menciona 



que pensaba que estaba en riesgo, incluso pensaba que la podían matar, en ese 
sentido menciona que estaba temblando del cuerpo en ese momento pues se sale 
a pedir ayuda, pero algo importante que hay que manifestar es que mencionaba 
que quería que hablaran con él como un tema de hacer ver que esto no era 
correcto, decía que le daba mucha vergüenza que se enteraran de lo que estaba 
viviendo, ella decía que aún lo quería, que había un tema y pues evidentemente 
de una situación inmersa de violencia, entonces hacía manifestación como en esta 
parte de hablar y hacerle ver que no lo estaba engañando; otra cosa importante 
mencionaba que ella mejor prefería no estar en su celular, para evitar las 
situaciones de reclamo, ella decía que dejaba de comer por una situación de 
alteración en su vida instintiva, pero sí había como de manera reiterada esta parte 
de que aún lo quería, sin embargo, sí había también temor, tristeza y sentimientos 
de impotencia. 

Que las conclusiones fueron que la ciudadana se encuentra ubicada en 
tiempo, espacio y persona, sin datos clínicos de psicosis o discapacidad intelectual 
que afecten su capacidad de juicio o razonamiento, presenta en este caso un 
estado emocional de ansiedad, en virtud a lo que menciona tristeza por la situación 
vivida, y en este caso el temor derivado de los hechos denunciados, presentando 
perturbación en su tranquilidad de ánimo derivado de los hechos que denuncia, 
esta perturbación y esta alteración provocan modificaciones en la conducta de la 
evaluada, presenta daño psicoemocional derivado de los hechos que denuncia, 
toda vez que vivió un evento en el que estuvo en riesgo su integridad, presentando 
alteración en la vid instintiva como lo menciona, en la comida, los pensamientos 
recurrentes que le causan malestar, en la evitación de estímulos al momento de 
evitar peleas, de no estar en el celular, también de estar constantemente pensando 
en la situación y sobre todo los sentimientos de impotencia, hacía énfasis en la 
parte de que le daba pena la situación que estaba viviendo, y por ello requiere que 
acuda a tratamiento psicológico por un periodo no menor a un año, de una sesión 
por semana, siendo el costo a determinar por el especialista en el ámbito privado. 
Esto es importante que se lleve a cabo para restablecer el estado emocional de la 
evaluada, y sobre todo que pueda trabajar esa situación en la que se encuentra 
inmersa. 

Indicó que el dicho se considera confiable, ya que su discurso se presentó 
de manera fluida, espontánea, con claridad, información espacial, temporal y 
acorde al efecto encontrado, y se estableció lo que es la metodología, como lo 
mencionó la entrevista clínica forense semiestructurada para la elaboración del 
dictamen pericial. 

Por último, se hizo por ahí una nota en donde se sugiere y se recomienda 
que en virtud de los antecedentes del caso, y lo que denuncia la evaluada, se 
encuentra en una situación de vulnerabilidad, en virtud a este tipo de agresiones 
tanto psicológicas como todo lo que ella manifiesta en el dictamen, por lo tanto, se 
recomienda que el denunciado permanezca alejado de la evaluada, para 
salvaguardar su integridad y así mismo que le puedan otorgar las medidas 
restrictivas necesarias, con la finalidad de que se encuentre salvaguardada su 
integridad. 

Que se utilizó como bibliografía el manual diagnóstico estadístico de los 
trastornos mentales el DSM 5 para descartar algún tipo de trastorno mental o algún 
tipo de discapacidad como tal, se utilizó el libro de psicología criminal para detectar 
y evidenciar indicadores clínicos de algún tipo de daño, en este caso como lo 
presenta, se utilizó la ley de acceso de las mujeres a una vida libre de violencia, 
para establecer el tema en el área que se encontraba inmersa y todo está 
plasmado en el dictamen pericial. 

Que respecto a esta recomendación que hace de que acuda a un 
tratamiento psicológico, el costo aproximado de este tipo de tratamientos va a 
variar, depende, también evidentemente el especialista se recomienda que tenga 
la preparación para poder detectar y sobre todo trabajar este enfoque a nivel 
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terapéutico, pero puede ser promedio de 700 pesos, el rango es de 600 a 800, 
depende también el tipo de atención que se le va a brindar, pero sí es importante 
que se establezca, hay que hacer bien puntuales, que si no se establece los 
indicadores clínicos se van a manifestar, ella la valoró en el 2023 y si no ha ido a 
terapia o no va a terapia como tal, se van a manifestar y sobre todo que es un ciclo 
de violencia familiar en el que se encuentra inmersa y que se tiene que trabajar 
ese ciclo para que pueda tomar decisiones de una manera consciente y que pueda 
tener un cambio y restablecer su estado emocional. 

Se recomienda que sea en el ámbito privado, por el tema de que sea de 
manera semanal, que no haya tanto espacio en cuanto a las sesiones, de manera 
continua, y que se le dé el enfoque específicamente en trabajar con situaciones de 
trauma en virtud a los antecedentes del caso, por la alteración de los indicadores 
clínicos, es importante hacer énfasis en ello, el terapeuta que lleve a cabo la 
atención, tiene que tener antecedentes y sobre todo esta preparación para trabajar 
con víctimas que viven situaciones o en este caso delitos de alto impacto. 

En cuanto a la vulnerabilidad, en este caso en una víctima de violencia 
familiar puede expresarse en ellas esa vulnerabilidad, de entrada por el ciclo de 
violencia en el que se encuentra inmersa, la violencia recordemos que es un ciclo 
dentro del cual pues está en una relación, ella manifiesta que eran 12 años en una 
relación de matrimonio en el cual tiene hijas, hay una dinámica y sobre todo hay 
factores también externos, su sistema de creencias, cómo se encuentra en cuanto 
a su estatus, si trabajo no trabaja, si tiene casa propia o no, entonces todo esto, 
va a conllevar una mayor vulnerabilidad al momento de tomar decisiones, y sobre 
todo de poder identificar cómo, en este caso, romper ese ciclo porque hay un 
arrepentimiento, ella manifestaba dentro del dictamen pericial que ya habían tenido 
separaciones pero regresaban y el menor tiempo era un día y regresar, y que ya 
habían estado separados en ocasiones anteriores hasta 4 veces, entonces hay 
una etapa de la violencia que es el arrepentimiento y la luna de miel, en donde la 
persona que comete en este caso el acto violento pide perdón, que hay un tema 
de arrepentimiento y sobre todo, qué va a cambiar, y si no se trabaja en un enfoque 
personal, en una terapia, pues obviamente vamos a seguir inmersos en esa 
dinámica en la cual pues no va a poner un límite y va a poder establecer cambios 
dentro de la misma relación. 

Pues bien, habiendo advertido las pruebas que fueron desahogadas en 
audiencia a través del principio de inmediación, las cuales fueron analizadas de 
manera libre y lógica, sometidas a una crítica racional en términos de los artículos 
antes mencionados, como se adelantó, este Tribunal estima que la Fiscalía no 
logró probar más allá de toda duda razonable los hechos materia de 
acusación, por ende, tampoco la existencia del delito de Violencia Familiar, ni 
la plena responsabilidad que le atribuyó al imputado **********, en la comisión del 
referido delito como autor material, puesto que si bien la prueba producida en 
audiencia de juicio oral se verificó en los términos propuestos por las partes, 
dándoles la oportunidad de intervención en los interrogatorios, ejerciéndose el 
derecho de contradicción durante los mismos, cumpliendo los principios de 
formalidad, al ser producida previa identificación de los declarantes, bajo la 
protesta de decir verdad y en respuesta directa al interrogatorio de las partes, bajo 
el “principio de inmediación”, pues se desahogaron dichas declaraciones 
pudiéndose percibir la información que dé propia voz refirieron los declarantes que 
comparecieron a dicha audiencia juicio; empero, ninguna de estas probanzas 
genera convicción en este Tribunal, en cuanto al hecho materia de acusación, 
recogido en el auto de apertura y sostenido en esta audiencia, acaecido el pasado 
** de ****** del 2023, bajo el resto de las circunstancias de modo, tiempo y lugar 
que quedaron descritos, así como la clasificación jurídica inherente a los mismos 
relacionada con el delito de violencia familiar, todo lo cual quedó fijado desde el 
proemio de esta resolución, por lo cual deberá de tenerse por reproducido, a fin 
de evitar cuestiones innecesarias. 



Para superar el principio de presunción de inocencia que le asiste a toda 
persona acusada, el ministerio público como se hizo alusión, se dio a la tarea de 
producir la prueba atinente a su caso, y que tuvo a su disposición, como fue el 
testimonio que rindió la detective **********, quien como elemento de la Agencia 
Estatal de Investigaciones, en lo que nos interesa indicó haber fijado el lugar de 
los hechos de la mencionada acusación, ubicado en la calle ********** número 
**********, en la colonia **********, en Apodaca Nuevo León, mediante impresiones 
fotográficas que le fueron mostradas y que reconoció debidamente, ya que incluso 
asentó que logró entrevistar a la parte lesa **********, quien le confirmó que 
precisamente es el lugar del evento en el cual ella denunció violencia, que de 
manera verbal le generó el hoy activo **********. 

Razón por la cual es viable otorgarle valor a lo que fija esta detective, toda 
vez que se trata de una servidora pública que en el ejercicio de sus funciones 
detalla la actividad que ha realizado, y no se advierte algún elemento para 
considerar que pudiera tener algún interés en conducirse con mendacidad ante 
esta Autoridad, lo que a ella le consta realmente es la fijación del lugar que señala 
como el de los hechos la Fiscalía, ubicado en la calle la calle ********** número 
**********, en la colonia **********, en Apodaca Nuevo León; pues efectivamente 
esta elemento a través de su dicho pudo corroborar la existencia de este domicilio; 
declaración que posee eficacia probatoria, pero sólo para acreditar la existencia 
del lugar donde refiere la Fiscalía ocurrieron los hechos por los que acusó al ahora 
sentenciado; sin embargo, dicho testimonio resulta insuficiente para demostrar la 
teoría del caso propuesta por la Representación Social, pues tampoco a dicha 
elemento policiaco le consta alguna circunstancia relevante en torno a la ejecución 
de los hechos. 

Por otro lado, debe decirse que también compareció la licenciada 
**********, quien después de exponer la experiencia con la que cuenta en la materia 
en que se desenvuelve, indicó haber realizado una valoración a la parte lesa de 
los hechos que nos ocupan, el pasado 22 de febrero de 2023, que generó una 
entrevista clínica semi estructurada, dio cuenta del procedimiento realizado, 
incluso de los antecedentes que le fijó la persona entrevistada, relacionados a una 
agresión que se había suscitado por su esposo en la forma que la describió, para 
concluir que la misma presentaba un dicho confiable, un estado de vulnerabilidad, 
y un daño psicoemocional derivado de aquellos hechos vividos, así como la 
necesidad de tomar un tratamiento psicológico en la forma que lo engarzo. 

A la cual es viable también otorgarle valor por quien hoy resuelve, 
entendiendo que se trata de una persona con la experiencia suficiente en la 
materia en que se desenvuelve, dio cuenta del procedimiento realizado en la 
expertise de la que dio cuenta, y más aún al estar adscrita a la fiscalía general en 
aquel momento, evidentemente tuvo que haber reunido los requisitos de su Ley 
Orgánica para desempeñar su función, de ahí el valor que merece su 
posicionamiento; sin embargo, su alcance demostrativo consiste en acreditar que 
al momento de que la perito evaluó a la víctima, ésta presentaba una afectación 
en su integridad psicoemocional. Sin embargo, el suscrito resolutor estima que 
dicha pericial únicamente resulta apta para acreditar el estado emocional en el que 
se encontraba la víctima al momento de la entrevista realizada por dicha perito, 
esto a razón de que existen diversos criterios sustentados por nuestros más altos 
Tribunales, en el sentido de que el objeto de la prueba pericial, es conocer el 
estado psicológico de alguna de las partes y no para demostrar los hechos en que 
se sustenta una acusación; por ello es que se reitera, que dicha pericial solamente 
resulta apta para establecer el daño psicoemocional que presentaba la víctima al 
momento de ser entrevistada por la psicóloga, pero de ninguna manera puede 
considerarse como si la propia víctima hubiera comparecido a la audiencia de juicio 
a narrar los hechos que expuso la psicóloga y los cuales dicha experta adujo que 
la evaluada le refirió al momento de llevar a cabo la entrevista, dado que resulta 
necesario, para efecto de que esta autoridad de juicio otorgue valor a una prueba, 
que la misma se desahogue ante esta presencia judicial; aunado a que existe 
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prohibición expresa de tomar en cuenta lo que conste en registros llevados a cabo 
durante la investigación, que es precisamente lo que estaría aconteciendo en el 
caso de la perito en mención, al exponer el registro con que la misma cuenta en 
su dictamen, respecto de los hechos que la víctima le narró al momento de 
realizarle la entrevista; por lo tanto, el alcance demostrativo de esta declaración, 
no va más allá de acreditar que la víctima tenía un daño psicoemocional, pero no 
permite establecer el porqué de dicho daño, es decir, la causa que lo hubiere 
generado, ello a razón de que la víctima no compareció a esta audiencia a dar a 
conocer los hechos que en su caso hubiere resentido. Sirviendo de apoyo la tesis 
jurisprudencial que a la letra dice: 

“PRUEBA PERICIAL EN PSICOLOGÍA EN ASUNTOS SOBRE 
VIOLENCIA FAMILIAR. SU OBJETO DIRECTO ES CONOCER EL ESTADO 
PSICOLÓGICO DE LAS PARTES Y NO DEMOSTRAR LOS HECHOS EN QUE 
SE SUSTENTA. Los psicólogos que se desempeñan en la atención y evaluación 
de los conflictos familiares, caracterizados por situaciones de maltrato o violencia, 
tienen la tarea primordial de identificar el daño psicológico o moral que presentan 
las víctimas y realizar un diagnóstico sólido para presentarlo en un informe pericial 
suficientemente claro, de utilidad para los encargados de impartir justicia. Así, el 
peritaje psicológico de la violencia en las familias es más que un conjunto de 
instrumentos destinados a responder a una pregunta requerida por el juez, ya que 
representa el punto donde se interceptan la psicología y el derecho, porque 
investiga el mundo afectivo, volitivo y cognitivo de los sujetos involucrados en un 
litigio para respaldar un saber científico. De ahí que la prueba pericial en psicología 
no tiene como objeto directo demostrar los hechos de violencia familiar narrados, 
o las conductas de violencia familiar hechas valer, pues dicha probanza sólo 
permite conocer la situación psicológica de las partes para determinar, en función 
de las demás pruebas aportadas, el daño emocional provocado a los miembros de 
la familia. En ese sentido y dada la naturaleza de dicha probanza, puede servir 
como prueba directa de la violencia familiar, ya que al tratarse del estado 
psicológico actual de las personas puede ayudar a concluir si deriva de actos 

violentos, aun cuando no se mencionen concretamente cuáles fueron.”7 

Por ende, esta Autoridad no está obligada a admitir como verdad legal 
absoluta la información derivada de este dictamen, toda vez que los tribunales son 
los encargados de juzgar y no los peritos, cuyos conocimientos técnicos de una 
ciencia o arte se obtienen para ilustrar al Juez, quien puede calificar el valor legal 
del juicio pericial, teniendo en cuenta lo desahogado en su conjunto, con el estudio 
de lo informado por el profesionista, las fuentes que le sirvieron y en general 
cuando tenga relación con el conocimiento de la verdad, por lo que si en este 
caso, como ya se dijo, la Agente del Ministerio Público no pudo presentar a la 
víctima o algún testigo presencial del hecho, en caso de haber existido, no 
obstante que le asiste la carga de la prueba, ante ello, no es posible corroborar 
esa información que rindió en audiencia de juicio la psicóloga en mención. 

Por último, se incorporó el acta de matrimonio celebrado entre activo y 
pasivo, con los datos que se generaron a través de fiscalía, a la cual se estima 
viable entregarle valor como una documental pública, al ser expedida por un 
fedatario público en el ejercicio de sus funciones, y tomando en consideración que 
no se generó mayor debate sobre la autenticidad de los datos que se 
desprendieron de aquel documento; entonces, de ahí el valor que merece la misma 
para el suscrito Juzgador. 

Estos han sido los medios de prueba que adquirieron el carácter de 
probanzas al ser incorporados a este juicio, para poder solventar los hechos 
materia de acusación. 

 

 

7 Registro digital: 162020. Instancia: Primera Sala. Novena Época. Materias(s): Civil. Tesis: 1a. LXXIX/2011. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, Mayo de 2011, página 234. Tipo: Aislada. 



Cabe destacar que evidentemente en este sistema de corte acusatorio y 
adversarial, entre los principios que rigen el mismo se encuentra el de inmediación, 
una herramienta para la formación de la prueba, según la tesis de jurisprudencia 
2020268, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
cuyo rubro y contenido indican: 

PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN COMO HERRAMIENTA 
METODOLÓGICA PARA LA FORMACIÓN DE LA PRUEBA. EXIGE EL 
CONTACTO DIRECTO Y PERSONAL DEL JUEZ CON LOS SUJETOS Y EL 
OBJETO DEL PROCESO DURANTE LA AUDIENCIA DE JUICIO. Del proceso 
legislativo que culminó con la instauración del Nuevo Sistema de Justicia Penal, 
se advierte que para el Poder Reformador de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos en vigor, el principio de inmediación presupone que 
todos los elementos de prueba vertidos en un proceso y que servirán para decidir 
sobre la responsabilidad penal de una persona, deben ser presenciados sin 
mediaciones o intermediarios por el juez en una audiencia. Los alcances de dicho 
propósito implican reconocer que es en la etapa de juicio donde la inmediación 
cobra plena aplicación, porque en esta vertiente configura una herramienta 
metodológica para la formación de la prueba, la cual exige el contacto directo y 
personal que el juez debe tener con los sujetos y el objeto del proceso durante la 
realización de la audiencia de juicio, porque de esa manera se coloca al juez en 
las mejores condiciones posibles para percibir –sin intermediarios– toda la 
información que surja de las pruebas personales, es decir, no sólo la de contenido 
verbal, sino que la inmediación también lo ubica en óptimas condiciones para 
constatar una serie de elementos que acompañan a las palabras del declarante, 
habilitados para transmitir y recepcionar de mejor manera el mensaje que se quiere 
entregar, como el manejo del tono, volumen o cadencia de la voz, pausas, titubeos, 
disposición del cuerpo, dirección de la mirada, muecas o sonrojo, que la doctrina 
denomina componentes paralingüísticos. 

Lo anterior, implica que acudan al desarrollo de la audiencia en presencia 
del Tribunal los peritos o testigos que permitan corroborar los elementos 
constitutivos, en el caso concreto de este antisocial de violencia familiar, de lo que 
se advierte que en el caso que nos ocupa, como se hizo alusión, no ha acudido 
algún testigo directo ni indirecto de los hechos que se ventilan, por lo que no hay 
la acreditación de la mecánica de la conducta que se le atribuye a la persona 
procesada, en cuanto a los reclamos y amenazas que se dice se le generaron a la 
parte lesa, es decir, no hay los elementos suficientes para acreditar que el hoy 
activo hubiera realizado una conducta, y que con aquella conducta hubiere 
generado un daño psicoemocional, porque si bien es pertinente indicar que está 
corroborada la existencia del lugar de los hechos a través de la detective **********, 
y también que la parte víctima presentaba un daño psicoemocional, según la 
expertise de la Licenciada **********, no menos cierto resulta que la mecánica de 
los acontecimientos para relacionarlos con ese daño psicoemocional, no es 
pertinente tenerlos por justificados, entendiendo que no asistió al debate la 
mencionada parte lesa, **********, quien evidentemente en su caso pudo haber 
resentido aquella acción; ni tampoco acudió algún testigo presencial o incluso 
referencial, como en su caso pudieron haber sido los elementos policiacos que 
intervinieron en la detención del hoy activo. 

De ahí entonces que, evidentemente no es viable acreditar dicho elemento 
constitutivo del antisocial en cita, porque la pericia que fue allegada al juzgado a 
través de la licenciada en psicología, no es suficiente para los extremos que nos 
ocupan, esto a la luz de lo fijado en la tesis 1005814, también emitida por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; y aún y cuando el de 
la voz tome una resolución con perspectiva de género, entendiendo la obligación 
que tiene este Tribunal de pronunciarse en ese sentido, de ninguna forma implica 
el hecho de que se deba de resolver conforme a las pretensiones de quien reciente 
el evento con estas características, entendiendo los conceptos que nuestros más 
altos Tribunales en el país han generado mediante la tesis aislada 2012773, cuyo 
rubro y contenido señala lo siguiente: 
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PERSPECTIVA DE GÉNERO. LA OBLIGACIÓN DE LOS ÓRGANOS 

JURISDICCIONALES DE JUZGAR BAJO DICHO PRINCIPIO, NO SIGNIFICA 
QUE DEBAN RESOLVER EL FONDO DEL ASUNTO CONFORME A LAS 
PRETENSIONES PLANTEADAS POR LAS O LOS GOBERNADOS. El 
reconocimiento de los derechos de la mujer a una vida libre de violencia y 
discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, exige que 
todos los órganos jurisdiccionales del país impartan justicia con perspectiva de 
género, lo cual constituye un método que pretende detectar y eliminar todas las 
barreras y obstáculos que discriminan a las personas por condición de sexo o 
género, es decir, implica juzgar considerando las situaciones de desventaja que, 
por cuestiones de género, discriminan e impiden la igualdad; sin embargo, la 
perspectiva de género en la administración de justicia no significa que en cualquier 
caso los órganos jurisdiccionales deban resolver el fondo del asunto conforme a 
las pretensiones planteadas por las o los gobernados en razón de su género, ni 
que dejen de observarse los requisitos de procedencia y de fondo previstos en las 
leyes nacionales para la interposición de cualquier medio de defensa, ya que las 
formalidades procesales son la vía que hace posible arribar a una adecuada 
resolución, por lo que el principio de juzgar con perspectiva de género, por sí 
mismo, resulta insuficiente para declarar procedente lo improcedente. 

Y esto debido a que debe prevalecer el derecho al debido proceso que 
tiene toda persona acusada, y en ese contexto, bajo los parámetros de este 
sistema, y atendiendo a los principios de inmediación y contradicción que permitiría 
al resto de las partes procesales contrarios al oferente de medio de prueba, 
generar los contrainterrogatorios correspondientes a los testigos que hubieran 
acudido, lo cual no se ha actualizado en el caso concreto, aún y cuando existe la 
diversa documental relacionada con el acta de matrimonio que se dice celebrado 
en un momento dado entre activo y pasivo del evento que nos ocupa, lo cierto es 
que no hay algún otro elemento para fortalecer el mismo, y principalmente poder 
concluir que al momento de los acontecimientos aún prevalecía esa relación. 

Por lo que de lo aquí expuesto, se puede concluir que con estas pruebas 
desahogadas en audiencia de juicio y analizadas conforme a las reglas de la lógica 
y la sana critica, la Fiscalía no pudo acreditar su teoría del caso, al existir 
insuficiencia de pruebas, en virtud de que no se desahogaron probanzas con las 
que se pudiera establecer más allá de toda duda razonable los hechos materia de 
acusación, ya que las desahogadas no son suficientes para generar convicción 
respecto de que se hubiere suscitado el hecho que fue materia de acusación, 
específicamente bajo las circunstancias de modo, tiempo y lugar señaladas por la 
Fiscalía. 

A mayor abundamiento, debemos de insistir que no se contó con la 
declaración de la víctima señalada por la Representación Social, ni de alguna otra 
persona que hubiere advertido los hechos por los que acusó la Fiscalía o bien que 
se haya desahogado alguna prueba técnica o científica apta para tal efecto, y sin 
que sea dable tomar en consideración los hechos que fueron expuestos por la 
víctima a la perito de referencia, puesto que conforme a lo dispuesto por el artículo 
20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para los efectos 
de una sentencia como la que ahora se dicta, solo se considerarán como pruebas, 
aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio; de tal suerte que 
para que el suscrito conociera los hechos de que se dolía la víctima, era necesario 
que ésta compareciera ante este Tribunal de enjuiciamiento, por lo que dada su 
ausencia, no se cuenta con una exposición de hechos realizada por testigo de los 
hechos ante esta autoridad, y al no existir la declaración de propia voz de la pasivo 
u otra persona que hubiere presenciado los hechos por los cuales acusó la fiscalía 
o bien que hubiera existido una prueba técnica o científica apta para acreditar este 
hecho, no logró la Fiscalía probar más allá de toda duda razonable las 
circunstancias que se enunciaron en la acusación, ya que las pruebas que fueron 



desahogadas resultaron insuficientes, para vencer el principio de presunción de 
inocencia que le asistió al acusado en todo momento durante el procedimiento, ya 
que éste se hubiera vencido únicamente en caso de que se hubiera desahogado 
una prueba fehaciente y contundente para acreditar la comisión del hecho materia 
de acusación, lo cual en la especie no aconteció. 

De tal suerte que este Tribunal no puede atender a las manifestaciones 
que hicieron la detective y la perito en materia de psicología, para tener por 
acreditada la proposición fáctica de la Fiscalía, puesto que una sentencia 
condenatoria, no debe fundarse en conjeturas sustentadas en la creencia, 
suposición, presentimiento o suspicacia de quienes juzgan, sino que deben de ser 
en pruebas fehacientes y contundentes que no dejen lugar a dudas de que los 
tales hechos ocurrieron y que de los mismos resultó responsable el acusado, las 
cuales, como se señaló, no fueron desahogadas en este juicio; ya que lo expuesto 
por dichas personas que comparecieron ante esta Autoridad, resulta solo en 
indicios que habrían sido válidos tomarlos en consideración, para corroborar la 
versión de la víctima, en caso de que hubiere comparecido a rendir su declaración 
en el mismo sentido que la acusación de la Fiscalía, pero como ya se dijo, ello no 
ocurrió así. 

Como sustento de lo anterior, es dable señalar la tesis cuyo rubro señala 
lo siguiente: 

“SENTENCIA CONDENATORIA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL 
ACUSATORIO Y ACUSATORIO Y ORAL, A FIN DE SALVAGUARDAR EL 
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA, DEBE FUNDAMENTARSE EN 
PRUEBAS DE CARGO VÁLIDAS Y NO EN CONJETURAS SUSTENTADAS EN 
LA CREENCIA, SUPOSICIÓN, PRESENTIMIENTO O SUSPICACIA, DE 
QUIENES INTEGRAN EL CUERPO COLEGIADO O EL TRIBUNAL UNITARIO 
CORRESPONDIENTE”. 

Por lo tanto, se reitera que no es viable tener por acreditados los elementos 
constitutivos de aquel antisocial de violencia familiar, por ende, no es pertinente 
tener por acreditados los hechos que son materia de acusación por parte del 
ministerio público, resultando innecesario adentrarnos al tema relacionado a una 
eventual plena responsabilidad que le pudiera resultar al señor ********** en la 
comisión de aquel evento ilícito, esto al no estar reunidos los requisitos de ley para 
poder generar una sentencia condenatoria, y por ende, lo que procede es la 
emisión de un fallo absolutorio dentro de este juicio, en favor del mencionado 
**********. 

 
4. Sentido del fallo. 

Por los motivos antes expuestos, y toda vez que no se acreditó más allá 
de toda duda razonable la existencia de los hechos materia de acusación y, por 
ende, tampoco el delito de Violencia Familiar, ni la plena responsabilidad del 
acusado en su comisión; por tanto, lo procedente es dictar SENTENCIA 
ABSOLUTORIA en favor de **********, por el citado delito, al no haberse vencido 
el principio de presunción de inocencia que durante todo el procedimiento le 
asistió al mismo, en términos de los artículos 20 Apartado B fracción I de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 13 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales. 

En consecuencia, conforme a lo que establecen los artículos 401 y 405 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, se determina el levantamiento 
de cualquier medida cautelar decretada en contra del acusado; ordenándose se 
tome nota de dicho levantamiento en todo índice o registro público y policial en el 
que figuren. 

5. Comunicación de la decisión. 
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Notifíquese a las partes la presente resolución, informándoles que, en 
caso de inconformidad con la misma, podrán interponer recurso de apelación, 
dentro de los diez días, siguientes a que sean legalmente notificados de esta 
sentencia, ello conforme a lo dispuesto por el artículo 471 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 

6. Puntos resolutivos. 
 

Primero: No se acreditó el hecho materia de acusación y, por ende, 
tampoco el delito de Violencia Familiar, ni la responsabilidad que en la comisión 
del mismo se le atribuyó a **********; por lo que se dicta en favor del mismo 
SENTENCIA ABSOLUTORIA, dentro de la presente carpeta judicial número 
**********. 

Segundo: En consecuencia, se determina el levantamiento de las 
medidas cautelares decretadas en contra de **********; ordenándose se tome nota 
de dicho levantamiento en todo índice o registro público y policial en el que figuren. 

Tercero: Notifíquese a las partes la presente resolución, informándoles 
que, en caso de inconformidad con la misma, podrán interponer recurso de 
apelación, dentro de los diez días siguientes a que sean legalmente notificados 
de esta sentencia. 

Así lo resuelve y firma8, en nombre del Estado de **********, el Licenciado 
Arturo de Luna Montemayor, Juez de Control y de Juicio Oral Penal del Estado. 

 
 

Este documento constituye una versión pública de su original. En consecuencia, se suprimió toda aquella 
información considerada legalmente como confidencial, en virtud de encuadrar en los supuestos 
normativos previstos en el artículo 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados y en los artículos 3 y 141 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
del Estado de Nuevo León. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

8 Documento que contiene firma electrónica avanzada, de conformidad con el Acuerdo General Número **********, del Pleno del 
Consejo de la Judicatura del Estado de **********, de fecha********** de ********** del año **********, por el que se establecen las 
reglas para la implementación y uso, así como el inicio de la firma electrónica avanzada (FIEL) certificada del Sistema de 
Administración Tributaria en documentos, actuaciones y resoluciones judiciales. 


